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Es de destacar que los mejores resultados fiscales subnacionales se alcanzaron sin recortar los 
gastos de inversión, ya que la recuperación fiscal se sustentó en el aumento del ahorro corriente y la 
disminución del déficit de capital. De acuerdo con datos del Banco de la República, el balance corriente 
del consolidado subnacional (gobiernos centrales y sector descentralizado) aumentó de 1.6% del 
PIB en 2000 a 2.9% del PIB en 2004, mientras que el déficit de capital disminuyó de -2.8% del PIB en 
2000 a -1.7% del PIB en 2004 (Gráfico 11.9). 

En este sentido, uno de los principales logros del ajuste fiscal territorial fue inducir un cambio en la 
estructura del gasto a favor de una mayor inversión y menores pagos por servicio de la deuda y 
funcionamiento, sin desestimular el crecimiento de los ingresos de recaudo propio. Así, se conjuró la 
crisis fiscal territorial sin trasladar su costo al nivel nacional, preservando los mandamientos 
constitucionales que ordenan la profundización de la descentralización. 

11.2.2. Tendencia de la Deuda Territorial 

Además de la tendencia creciente hacia el superávit fiscal, otra evidencia de la recuperación estructural 
de las finanzas subnacionales es la disminución del saldo de la deuda territorial. Es preciso señalar 
que los factores que han contribuido con esta disminución son: la negativa del Gobierno Nacional de 
asumir esta deuda durante la coyuntura de crisis financiera vivida entre 1999-2001; la creciente 
utilización de recursos propios, provenientes de mayores ingresos y menores gastos corrientes, 
para financiar la expansión de la inversión pública; los prepagos de deuda con recursos del Fondo de 
Ahorro y Estabilización Petrolera, FAEP, autorizados por las leyes 633 de 2000, 715 de 2001 y 781 
de 2002; los controles a la oferta por la vía del régimen de calificaciones y provisiones de cartera al 
sistema financiero; la ley 819 de 2003 que ha contribuido a darle más responsabilidad, transparencia 
y rendición de cuentas al proceso presupuesta!; las reglas numéricas de solvencia y sostenibilidad 
(semáforos) definidas en la ley 358 de 1997 y aplicadas a través de un sistema descentralizado de 
control, donde la mayor responsabilidad de autorizar las operaciones de crédito público recae en los 
administradores territoriales y en los agentes privados de mercado. 

Esto último, 1 contraste con un sistema centralizado de control, donde el Gobierno Nacional tiene 
un gran poder de decisión, el cual generalmente es aprovechado por los gobiernos subnacionales 
con mayor capacidad de presión política para contratar deuda por encima de su capacidad real de 
pago, gracias al visto bueno del Gobierno Nacional, en especial en años electorales. 

Adicional a lo anterior, está el impulso de una política de reestructuración de deuda pública basada 
en programas de saneamiento fiscal que ha permitido generar el ahorro primario requerido para 
alcanzar la sostenibilidad de esta deuda. 
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En este contexto, la estabilización del saldo de la deuda en las administraciones centrales 
subnacionales, registrada después de la expedición de las leyes 715 y 819, constituye una evidencia 
a favor de una medición plurianual de la capacidad de pago, donde se minimicen las autorizaciones 
del gobierno central y se pondere más la generación de ahorro que la administración de ingresos 
corrientes. Al respecto, la ley 715 ha permitido evitar que los recursos del Sistema General de 
Participaciones (SGP) de las bolsas de educación y salud, que por mandato constitucional se destinan 
al pago de nóminas de docentes y personal médico, sirvan de apalancamiento financiero para contratar 
nueva deuda. La ley 60 de 1993 no previó este tema y ello contribuyó a fomentar el 
sobreendeudamiento territorial entre 1994 y 1998. 

Como proporción del PIB, la deuda pública territorial (gobiernos centrales y entidades descentralizadas) 
acentuó la tendencia descendente evidenciada desde 1999, llegando a 6.08% del PIB al cierre de 
2004, el nivel más bajo desde 1991, año en el cual se inició la aceleración de la descentralización 
fiscal ordenada por la Constitución Nacional, después de haber alcanzado su nivel más alto en 1999 
cuando llegó a 9.15% del PIB. (Gráfico 11.10) 
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Como se aprecia en el Gráfico 11.1 O, el total de deuda interna territorial registró una tendencia creciente 
entre 1995 y 1999 pasando como proporción del PIS de 5% en 1995 a 6.1% en 1999, año a partir del 
cual inició una trayectoria decreciente que la ubicó en 4.16% del PIB a diciembre 2004, el nivel más 
bajo registrado desde 1994 cuando se ubicó en 4.09 %. 

Al cierre de 2004, el saldo de la deuda pública territorial (interna y externa) ascendió 6% del PI B. Del 
total, 12% corresponde a Departamentos, 24% a municipios y lo restante a otras entidades 
descentralizadas, entre las cuales sobresalen empresas prestadoras de servicios públicos, 
universidades, hospitales y loterías del orden regional y local. (Cuadro 11.14). 

Las cifras antes citadas, indican que las medidas de regulación crediticia y responsabilidad fiscal 
han demostrado ser eficaces para estabilizar el crecimiento de la deuda territorial, aun en condiciones 
de apreciación del peso, bajas tasas de interés y abundante liquidez interna y externa, como las 
registradas en 2004, que en términos económicos son favorables para financiar el aumento del 
gasto con deuda. 

Cuadro 11.14 

Millones de pesos 

Entidad Tipo 1995 1996 19117 19118 1999 20QO 2001 2002 2003 2004 

Departamentos (Adm Central) Interna 662.690 1.038.005 1.568.073 1.804.321 2.194.713 2.239.653 2.313 .343 2.346.919 2.172.006 1.715.842 

Externa 306 312 401 478 4.460 16.184 32.856 84.798 119.602 122.188 

Capitales (admon. Central) Interna 830.168 1.083.284 1.340.100 1.459.592 1.669.149 1.978.842 2280.376 2.327.523 2.315.962 2.319.470 

Externa 130.162 113.351 384.259 560.418 688.442 7~.142 1.006.424 1.144.455 1.081.585 893.886 

Municipios no capitales Interna 268.910 454.735 848. 758 723.122 733.W7 716".731 670.798 622.984 625.270 580.391 

Externa o o o o o o o o o o 
Entidad Desee. Territoriales Interna 2.451 .130 2.570.291 3.554.884 4.243.332 4.668.511 4.818.848 4.870.092 5.864.123 6.113.527 6.020.033 

Externa 2.624.087 2.593.691 2.965.273 3.756.549 4.663.003 5.413.118 5.076.651 5.874.481 5.246.761 3.902.892 

Saldo total Terrftorial Interna 4.212.888 5. 146.915 7.111 .815 8.230.367 9.266.350 9.754.274 10.134.609 11.161.549 11 .226.764 10.636.336 

Externa 2.754.556 U 07.354 3.329.934 4,317.445 5.355.905 6.158.444 6.116.930 7 103734 6.447.948 4.91 8.966 

Saldo Deuda Terr~orial Total 6.967.454 7.853 .689 10.441.749 12.547.812 14.622.255 15.912.718 16.250.540 18.265.283 17.674.712 15.555.301 

Fuente: Cálculos DAF con CGR y Banco de la República 

11.2.3. Sostenibilidad de los resultados 

Al estar sustentado en reformas institucionales, los buenos resultados fiscales territoriales de 2004 
tienen un carácter más estructural que coyuntural. Para evaluar la sostenibilidad de los resultados 
fiscales observados del nivel local, es importante tener dos factores en consideración. Por un lado, 
aunque parte de estos se debe a una baja ejecución del gasto del nivel local y, posiblemente, a las 
ganancias inesperadas por el aumento en las regalías, debe tenerse en cuenta que estos resultados 
favorables también tienen un componente permanente dada la importancia de las recientes reformas 
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institucionales. Por otro lado, la sostenibilidad de dicho superávit puede ser garantizada por el hecho 
de que aún hay un amplio espacio para incrementar el recaudo local a través del cobro del impuesto 
predial, mientras que el gasto local está restringido por regulaciones como la Ley 617/2000. Por lo 
tanto, es posible reducir aún más la deuda de los gobiernos locales, que todavía se encuentra en 2% 
del PIB. 

El recaudo tributario local aumentó de 2% del PIB en 1990 a 3.24% en 2004. En particular, el impuesto 
predial creció de 0.2% del PIB en 1990 a 0.7% del PIB en 2004 (Gráfico 11.11). No obstante, aún hay 
espacio para incrementar el recaudo tributario local, por medio de la actualización de los avalúos 
catastrales, dado que más del 30% de las propiedades carecen de escrituras de propiedad y 
posiblemente muchas de las existentes se encuentren subvaloradas. Los gobiernos locales también 
podrían aumentar las tasas del impuesto predial ya que la mayoría se encuentran substancialmente 
por debajo de la tasa máxima (1.6%). Vale la pena anotar que el impuesto predial representa el 32% 
del recaudo tributario total al nivel local. 
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Por otro lado, es preciso mencionar que el saneamiento fiscal de los gobiernos centrales, 
departamentales y municipales aún enfrenta el reto de cancelar completamente los pasivos 
reestructurados, entre ellos deuda bancaria con garantía de la Nación, en desarrollo de programas 
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de saneamiento fiscal puestos en marcha con el acompañamiento y apoyo del Gobierno Nacional, 
por un monto equivalente a 1.2 % del PIB de 2004. 

Con todo, hay razones para afirmar que la recuperación fiscal subnacional es sostenible, aunque a 
futuro probablemente se presenten resultados de un orden de magnitud menor al evidenciado en 
2004. Pero, siempre y cuando se preserven los pilares de esta política: el marco institucional de 
responsabilidad fiscal y las acciones públicas dirigidas a extender la aplicación y cumplimiento de 
estas normas. 

11.3,. AGENDA LEGISLATIVA 

En busca de la recuperación y el crecimiento económico del país, el Gobierno Nacional continúa 
desarrollando políticas en el marco de reformas estructurales ancladas en la disciplina fiscal. En este 
sentido, se presentaron al Congreso dos reformas muy importantes: la Ley del Mercado de Valores 
y el Acto Legislativo. 

11.3.1. La Ley 964 (Ley del Mercado de Valores) 

La Ley 964 de 2005 surge ante los retos que propone una mayor globalización de los mercados, 
siendo necesaria una regulación de los mismos que se ajuste a las prácticas y tendencias 
internacionales. Igualmente, la competencia y las nuevas tecnologías en informática y comunicaciones 
han permitido un vertiginoso desarrollo de los mercados de valores alrededor del mundo, lo cual ha 
determinado la necesidad de ajustar el esquema regulatorio a las nuevas formas de negocios y a los 
nuevos riesgos involucrados. 

Bajo esta premisa, se creó la Ley del Mercado de Valores, que busca que el sector real cuente con 
un fácil acceso a recursos para financiar su crecimiento, esté en capacidad de jalonar el desarrollo 
del país y pueda enfrentar el entorno internacional. 

De esta forma se busca un sector real que pueda utilizar canales de financiación alternativos como 
acciones, bonos de largo plazo, instrumentos estructurados e instrumentos de cobertura, entre otros. 
El apoyo al desarrollo del mercado de estos instrumentos, a través de la generación de los incentivos 
correctos, es justamente lo que hace la nueva ley. 

La ley permitirá el funcionamiento de un mercado libre de distorsiones y, de igual manera, creará los 
espacios para cerrar desequilibrios entre oferta y demanda, estableciendo bases sólidas sobre las 
cuales se cimiente el mercado, así como la vigilancia y supervisión del mismo. 



MEMORIAS DE HACIENDA 2005 
64 

Adicionalmente, se dotará al mercado de valores de un marco claro de actuación para todos sus 
participantes, con la suficiente seguridad jurídica para atraer inversionistas nacionales y extranjeros. 

La ley actualizará y modernizará la regulación, brindará profundidad y liquidez al mercado, mejorará 
su transparencia, creará mecanismos para garantizar la protección de los derechos de los 
inversionistas y, en general, preservará la confianza del público en el mercado de valores. 

Finalmente es de destacar que la mayor parte del ahorro financiero en Colombia está en cabeza de 
inversionistas institucionales y, particularmente, de las sociedades Administradoras de Fondos de 
Pensiones (AFP), los cuales manejan portafolios superiores a los $27 billones (alrededor de 1 O% del 
PIB). Un mercado de capitales profundo y fortalecido, como el que permitirá la ley, le abrirá posibilidades 
de inversiones a estos fondos de tal manera que obtengan una mayor rentabilidad y un menor riesgo, 
en la medida en que se tendrá una mayor variedad de instrumentos financieros para invertir los recursos. 

De esta manera, la ley contiene dos partes claramente diferenciadas. En la primera, se establecen los 
objetivos y criterios conforme a los cuales el Gobierno Nacional intervendrá las actividades de manejo, 
aprovechamiento e inversión de recursos captados del público que se efectúen mediante valores. 
Adicionalmente, en esta parte del proyecto de ley se determina el alcance del concepto de valor, se 
definen las actividades del mercado de valores y los instrumentos de la intervención en el mismo. 

La segunda parte del proyecto contiene disposiciones de naturaleza ordinaria y consta de seis títulos, 
distribuidos así: supervisión, sistema integral de información del mercado de valores y contribuciones 
(título segundo); sistema de compensación y liquidación de operaciones y depósito de valores (título 
tercero); normas sobre el funcionamiento ordenado del mercado (título cuarto); régimen de protección 
a los inversionistas (título quinto); infracciones y sanciones administrativas (título sexto) y disposiciones 
finales (título séptimo). 

11.3R2. Acto Legislativo 

El Acto Legislativo constituye un complemento muy importante a las reformas realizadas por este 
Gobierno en materia del Sistema General de Pensiones, que además de disminuir la carga fiscal 
establece una serie de principios constitucionales en pos de la equidad y la confianza en el sistema 
en la medida en que introduce la sostenibilidad como principio con todas las implicaciones que esta 
materia tiene en las finanzas del Estado y en la distribución de los recursos que administra para 
cumplir con sus obligaciones ante los colombianos. 

En este sentido, el Acto Legislativo establece que las nuevas leyes que se expidan en materia pensiona! 
deberán asegurar la sostenibilidad financiera de lo establecido en ellas, aspecto que no es novedoso 
dentro de una constitución pues replica disposiciones contenidas en constituciones como las de 
Francia y Brasil. 
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En lo que a la equidad se refiere las nuevas disposiciones constitucionales promueven el interés 
general cuando señalan que los requisitos y beneficios pensionales deben ser los de un Régimen 
General y que debe acabarse la multiplicidad de regímenes diferentes que hay hoy, estableciendo 
para ello una transición. Las nuevas disposiciones también señalan que debe haber una 
correspondencia directa entre los aportes y los beneficios pensionales de todas las personas afiliadas 
al Sistema, eliminando diferencias arbitrarias entre pensionados, pero respetando los derechos 
adquiridos al hacerlo. 

Al instaurar el principio de sostenibilidad financiera no solo se promueven la equidad y la confianza 
en el sistema, sino que se busca que las pensiones reconocidas puedan pagarse a futuro, garantizando 
los derechos de la población pensionada. 

De esta forma, con la aprobación de este proyecto de acto legislativo, se logra un importante avance 
para garantizar el pago de las pensiones que se causarán en el mediano y largo plazo y se obtiene 
una racionalización de los recursos destinados a pensiones que permitirá una menor presión sobre 
las finanzas del Estado y eliminará desequilibrios insostenibles. El ahorro por efecto de este Acto 
Legislativo en el balance del sector público es de 19.1% del PIB en un horizonte hasta el año 2050. 
De acuerdo con los cálculos del DNP, el déficit pensiona! quedaría en 160% del PIB en ese mismo 
lapso. Vale la pena mencionar, que el ahorro es en realidad mayor si se toma en cuenta que esta cifra 
no incluye el efecto de la eliminación de los regímenes especiales y exceptuados. Sin embargo, 
cabe anotar que hay costos contingentes no incluidos en estos cálculos que se refieren al efecto de 
los fallos judiciales sobre el valor de las pensiones, lo cual le está generando cuantiosas erogaciones 
al Estado cuyo impacto ya se está evaluando. 





111. A.JUSTE ADMINISTRATIVO EN EL MINISTERIO 

El Ministerio de Hacienda y Crédito Público, por su parte, también está comprometido con la política 
del Gobierno relacionada con el programa de reforma administrativa, con la política presupuesta! 
austera, reducción de costos laborales y mejoras en los esquemas regulatorios, entre otros. En este 
sentido, se han realizado una serie de reformas que han arrojado resultados muy positivos. 

En primera instancia, la Contraloría General de la República en el Informe de Auditoría Gubernamental 
con Enfoque Integral presentó un dictamen integral que menciona lo siguiente: 

"Con base en el concepto sobre la gestión de las áreas, procesos y actividades auditadas 
y la opinión sobre los estados contables consolidados, la Contraloría General de la 
República, fenece la cuenta de la entidad por la vigencia fiscal correspondiente al año 
2004, clasificándola en el cuadrante favorable con salvedades de la matriz de dictamen 
indicando con ello que significa un mejoramiento, con relación al año anterior, la cual 
correspondía al cuadrante con observaciones y con salvedades". 

Este resultado de la auditoría adelantada por parte de la Contraloría General de la República confirma 
que la gestión en las áreas, procesos y actividades auditadas, es favorable, como consecuencia del 
cumplimiento de los planes y programas, la gestión archivística, el examen al presupuesto, la 
contratación y algunos procesos jurídicos. De esta forma, el Ministerio de Hacienda y Crédito Público 
durante el año auditado, logró desarrollar su actividad de manera eficiente, vinculó y asignó los 
recursos que requería para estas actividades de manera económica y los objetivos y metas se lograron 
de manera eficaz. 

De otra parte, el Plan Indicativo para el Sector Hacienda se ejecutó en un 100%, el Plan de Desarrollo 
Administrativo Sectorial se cumplió en un 75% y el examen del Plan de Acción generó una calificación 
cualitativa de cumplido. El Sistema de Control Interno, de acuerdo con la metodología de la Contraloría, 
está en un nivel de riesgo bajo, 0.26796, lo que otorga confiabilidad a la organización, para el manejo 
de los recursos. Los Planes de Mejoramiento suscritos presentan un avance del 100% en las metas 
cuyo plazo ha vencido y del 59% de ejecución total a marzo de 2005. 
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En cuanto al tema de Recursos Humanos, en enero de 2004 se contaba con una planta de personal 
provista de 617 cargos y 93 vacantes para un total de 71 O cargos. Al final del año en diciembre se 
contaba con una planta provista de 607 cargos y 50 vacantes, lo cual representó una disminución 
total de 53 cargos, con unos costos que pasaron de $2.1 07'148.387 en enero a $2.050'748.149 en 
diciembre. 

Con corte al 31 de mayo de 2005 se cuenta con una planta de personal provista de 611 cargos y 45 
vacantes para un total de 656 cargos. Con unos costos de $2.1 03'046.160,66. Actualmente se cuenta 
con 134 personas que tienen nombramiento provisional y 95 con libre nombramiento y remoción. 



IV. CoNCLUSIONES 

El periodo 2004-2005 está caracterizado por un proceso de consolidación del crecimiento económico, 
impulsado en gran medida por los sectores de construcción, comercio y servicios financieros, que 
contribuyeron a que la economía creciera un 4.6% entre el primer semestre de 2005 y el primer 
semestre de 2004. Así mismo, por el lado de la demanda, debe resaltarse el aumento en el consumo 
de los hogares, que con un crecimiento de 3.9% durante el 2004 y del 4.5% entre el primer semestre 
de 2005 y el primer semestre de 2004, constituyen las cifras más altas observadas desde 1995, 
reflejando las condiciones favorables de los hogares y sustentando gran parte de este crecimiento 
económico. 

Este buen entorno macroeconómico ha permitido mejorar los indicadores sociales. En el mercado 
laboral, la tasa de desempleo entre los años 2003 y 2004 pasó de 14.1% a 13.6%, manteniéndose la 
tendencia decreciente en lo corrido del año, ya que entre enero - septiembre de 2004 y enero -
septiembre de 2005 esta tasa disminuyó al pasar de 14.1% a 12.3%, confirmando la formalización 
del empleo que se ha venido presentando en Colombia desde hace algunos años. 

Así mismo, este buen entorno macroeconómico se ha visto reflejado en la mejor situación financiera 
que están viviendo las empresas, lo cual se evidencia en la mejora de los indicadores financieros, 
donde la rentabilidad operacional del activo (ROA) en el2004 registró un incremento promedio durante 
los últimos trimestres de 3.7%, al igual que los ingresos operacionales, los cuales mostraron una 
mejoría en términos de su nivel de inversión durante los últimos trimestres creciendo un total de 
28.5% durante el 2004. 

Todo lo anterior se ha dado en un contexto de sano equilibrio macroeconómico logrado por el 
compromiso del gobierno no sólo con las metas de crecimiento e inflación sino también con la 
necesidad de realizar un ajuste de las finanzas públicas que permitan la sostenibilidad y mejoramiento 
de estos resultados en el futuro. En efecto, en el 2004 el déficit del Sector Público Consolidado 
(SPC) ascendió a $3.447 mm, 1.3% del PIB, siendo el resultado fiscal más bajo en más de una 
década. Este comportamiento favorable del déficit fue producto de un esfuerzo del Gobierno Central 
que fue complementado por una ampliación del superávit de las entidades territoriales (gobiernos 
del nivel departamental y municipal), donde el superávit de este nivel del Sector Público No Financiero 
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(SPNF) ascendió a 1.1% del PIB, superando en 0.6 puntos porcentuales al esperado inicialmente 
para ese año. 

Para el 2005, este resultado también ha sido satisfactorio por cuanto al cierre del primer semestre se 
obseNó un superávit del Sector Público Consolidado (SPC) de $2.244 mm (0.8% del PIB), superior 
en $2.182 mm al resultado del mismo período de 2004 (-0.02% del PIB). Lo anterior se debe en gran 
parte al Sector Público No Financiero (SPNF) que, en total, mejoró en un punto del PIB frente al 
primer semestre de 2004, lo cual ha estado acorde con la meta fiscal que el Gobierno fijó para el 
2005 de 1.6% del PIB. 

De este modo, el buen comportamiento de los ingresos y gastos del Estado junto a un ambiente 
favorable en la actividad económica, dentro de un marco de responsabilidad fiscal, han llevado a que 
se produzca un cambio favorable en los indicadores de solvencia del sector público. En especial, el 
resultado fiscal del 2004, con una deuda del sector público como porcentaje del PIB del 46.5%, 
consolida la tendencia en la reducción del nivel de endeudamiento. 

Aunque los ajustes han representado un gran avance en términos de garantizar la solidez de las 
finanzas públicas y la confianza de los mercados, aún son muchos los desafíos que enfrenta la 
economía colombiana. Todavía se necesitan reformas que consoliden este proceso de crecimiento y 
sostenibilidad fiscal. 

Por un lado, es vital para Colombia implementar reformas que sustituyan los impuestos temporales 
en la estructura tributaria actual, y volver permanente el carácter temporal de la regla de distribución 
de las transferencias territoriales. En este sentido, se debe hacer una reforma tributaria antes de 
finalizar el 2006. Por otro lado, se debe presentar una reforma a las transferencias territoriales antes 
del 2008 o de lo contrario tendremos serias dificultades fiscales a nivel del Gobierno Central, que se 
reflejarán a comienzos de 2009. 
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